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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL




      SALA DE DECISIÓN CIVIL Y DE FAMILIA

Magistrado Ponente:
Fernán Camilo Valencia López




Pereira, cuatro de marzo de dos mil nueve



Acta Nº  82.
Mediante sentencia dictada el 7 de abril de 2008, el Juzgado Primero Civil del Circuito de la ciudad resolvió denegar las pretensiones tanto de la demanda principal como de la de reconvención, en este proceso ordinario promovido por la señora María Melva López Sánchez contra Alfonso Martínez Varela, José Aldemar y Amador de Jesús Varela Duque, como herederos conocidos de Francisca Duque de Varela, los causahabientes indeterminados de la misma causante y personas indeterminadas.  Contra la decisión que les fue adversa se alzaron los demandantes en reconvención y de resolver el respectivo recurso de apelación se ocupa a continuación la Sala.




ANTECEDENTES

La demanda presentada por la señora López Sánchez se dirigió a que se declarara a su favor la prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio sobre un lote de terreno ubicado en zona rural de este municipio, denominado El Guayabo y con matrícula inmobiliaria número 290-24820, con base en la alegación, precisada al reformar la demanda (f. 351), que desde el año 1972 ella y el señor Juan Gregorio Díaz Duque entraron en posesión del referido inmueble; que fallecido el segundo el 28 de septiembre de 1996 y luego él único heredero de este, Jhon Gregory Díaz López, la actora continuó en posesión del bien, ejercitando sobre el mismo actos de aquellos a los que sólo da derecho el dominio, como mejoras, pago de servicios públicos y predial, arrendamiento; y que como han transcurrido más de los veinte años exigidos para la prescripción extraordinaria de dominio, la suma de posesiones le otorga el derecho de reclamar la declaración consiguiente.

La demanda se admitió inicialmente el 27 de mayo de 2005 (f. 59), pero todo lo actuado con posterioridad se anuló el 3 de mayo de 2006 (f. 290) por considerarse que al proceso se le había dado un trámite diferente al que le correspondía.  En el mismo proveído se le dio curso nuevamente al libelo y notificados del mismo los demandados determinados (f. 295), en forma oportuna se pronunciaron para negar los hechos cardinales de la acción de pertenencia, oponerse a sus pretensiones y formular por separado demanda de reconvención, encaminada a obtener la reivindicación del mismo bien raíz.

Efectuado el emplazamiento tanto de las personas que pudieran tener interés jurídico en oponerse a las súplicas de la demandante principal como de los herederos indeterminados de la causante Francisca Duque de Varela, el curador ad litem que se les designó dijo no constarle los hechos alegados y carecer de motivos para proponer excepciones (fs. 334 y 348).  El 8 de mayo de 2007 se admitió la demanda de reconvención (f. 11, c. N° 4) y al descorrer el traslado la accionada aceptó algunos hechos, negó otros y solicitó que se probaran los demás, se opuso a las pretensiones y planteó como excepciones de fondo las que denominó “prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio” y “falta de legitimación en la causa por activa”.

El 21 de junio siguiente se aceptó la reforma a la demanda principal y descorrido su traslado se le dio trámite a la oposición presentada por los demandados principales y a la excepción formulada por la demandada en reconvención, con pronunciamiento únicamente de los primeros.  A continuación se celebró la audiencia ordenada por el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, en cuyo desarrollo no fue posible conciliar el litigio, y se dispuso la práctica de las pruebas pedidas por ambas partes y otras de oficio.  Practicadas las mismas casi en su totalidad se corrió traslado para alegar de conclusión, derecho que ejercieron ambas partes para insistir en sus argumentos y solicitar decisión favorable a sus respectivas pretensiones.

El 7 de abril de 2008 se profirió sentencia en los términos señalados al inicio de esta providencia.  La declaración de pertenencia deprecada por la señora López Sánchez se denegó porque no se tuvo por probado que, como lo había aducido, efectivamente hubiera ejercido posesión alguna mientras vivió el señor Juan Gregorio Díaz Duque, y tampoco era posible admitir la suma de posesiones reclamada por falta del indispensable título o vínculo jurídico que permitiera agregar a la tenencia con ánimo de señora y dueña que se encontró probado viene ejerciendo aquélla la que igualmente había detentado aquél.  Y el tiempo que ha poseído sola no le es suficiente para la prescripción extraordinaria.

La reivindicación pretendida por los señores Varela Duque y Martínez Varela igualmente se desestimó porque, dejando de lado la indebida acumulación de pretensiones de la demanda, no se encontraron cumplidos los requisitos para poder acceder a las unas o a las otras.  No a las dirigidas a que se reivindicara para la fallecida Francisca Duque de Varela, porque ello solo es posible cuando no se ha liquidado la correspondiente sucesión ni se han adjudicado sus bienes, situaciones que aquí están cumplidas.  Y tampoco a las encaminadas a que se reivindicara para los nuevos propietarios, porque esta calidad no fue probada en debida forma, pues encontrándose la adjudicación de bienes inmuebles sometida a la solemnidad del registro, no se trajo al expediente el certificado que diera cuenta de la inscripción en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria de la sentencia que aprobó el trabajo de partición, sin que fueran admisibles las razones expuestas por los interesados para justificar la advertida omisión.

Dentro del término destinado para el efecto, y como también ya se anotó, únicamente los demandantes en reconvención apelaron el fallo y a la resolución consiguiente del recurso se procede toda vez que fue debida y oportunamente sustentado en esta Sede.

CONSIDERACIONES

El silencio de la parte demandante frente al fallo que se revisa determina, como obvia consecuencia, que la decisión adversa a sus pretensiones de pertenencia no pueda ser objeto de estudio y resolución en esta instancia, la que por tanto se ocupará de la que sí fue impugnada por los actores en reconvención, esto es, la denegación de las súplicas dirigidas a obtener la reivindicación del predio materia de litigio.

La acción reivindicatoria; como es usual advertirlo; es el arma más eficaz de protección del derecho de propiedad, su objetivo esencial es lograr la recuperación de la cosa por parte de quien demuestre ser su dueño, del poseedor que se niega a entregarla; y sus elementos estructurales de acuerdo con el artículo 946 del Código Civil son: a) derecho de dominio del demandante; b) la posesión material por el demandado; c) que se trate de cosa singular reivindicable; y d) que exista plena identidad entre la cosa que pretende el actor y la poseída por el demandado.

Teniendo en cuenta las razones en que se fundó el rechazo de tales pretensiones y los argumentos que sustentan la consiguiente apelación, es del caso detenerse en el aspecto atinente a quién puede reivindicar, que el artículo 950 ibídem soluciona señalando que es titular de la acción la persona “que tiene la propiedad plena o nuda, absoluta o fiduciaria de la cosa”, pero que cuando se trata de bienes involucrados en una sucesión requiere de otras consideraciones y requisitos para establecer con precisión quien tiene en verdad la legitimación por activa.

Teniendo en cuenta que el tránsito del derecho de dominio sobre el bien en dichos eventos ha determinado que de acuerdo con las circunstancias en unas ocasiones proceda reivindicar para la masa herencial, pero en otras sea lo indicado hacerlo directamente para los herederos, antes de ampliar lo pertinente es forzoso detenerse en la indebida acumulación de pretensiones que presenta la demanda de reconvención, como lo catalogó el a quo, o por lo menos en la insalvable incongruencia que representa el que en las dos primeras pretensiones se solicite declarar que la persona propietaria del inmueble es la causante Ana Francisca Duque de Varela, pero en la cuarta y en la quinta se pida la restitución material del mismo para los señores Alfonso Martínez Varela, Amador de Jesús y José Aldemar Varela Duque “a nombre propio, por ser los herederos reconocidos en proceso de sucesión de su señora madre...”.  Pero, a efectos de no sacrificar el derecho sustancial con una decisión inhibitoria por la eventual ineptitud formal del libelo y porque, como lo avizoró el despacho de primera instancia, se advierte posible abordar la decisión de fondo desde las dos perspectivas que ofrece la demanda, a ello se procederá.
Y con tal fin ha de precisarse que cuando de bienes sucesorales se trata esta acción puede promoverse iure hereditario, es decir, que mientras tenga existencia la comunidad herencial que se produce entre la muerte del causante y la liquidación de sus bienes y deudas a quienes han de sucederlo, los herederos pueden pedir la reivindicación para la sucesión ilíquida; pero sí ya se produjo la partición y adjudicación de los bienes relictos, los herederos deben reivindicar para sí en los casos en que el bien poseído por el tercero les haya sido adjudicado; sin perjuicio de la tercera posibilidad derivada de la adjudicación del bien a un heredero putativo, en los que la reivindicación ha de ser consecuencia de la acción de petición de herencia. 

Este sostenido criterio jurisprudencial fue expuesto por la Corte Suprema de Justicia en la sentencia citada por el Juzgado de instancia (Cas. LXXXVII, 77) y reiterado en otras de más reciente proferimiento, entre ellas la siguiente:

“No es difícil, en efecto, encontrar en el texto de la sentencia recurrida esos dos argumentos básicos:

“a.- De un lado, asevera el fallador que frente a una herencia ya liquidada y en la que había sido adjudicado a los herederos el inmueble materia de la reivindicación, no podían estos reclamar, como lo hicieron, en su dicha calidad de herederos la restitución de tal bien para la sucesión, sino que habían de accionar en su condición de dueños.  (...)

“De estos dos argumentos, fue el primeramente mencionado el que el recurrente dejó fuera de controversia; y a no dudarlo, esa que no fue discutida es una apreciación que constituye por sí sola fundamento bastante para sostener la decisión, como que con ella se alude nada menos que a la falta de legitimación en causa por activa y específicamente a la circunstancia de que los demandantes actúan en este proceso reivindicatorio pro herede gestio, pidiendo, pues, para una sucesión, pero que ello se hace –siempre en criterio del Tribunal– no obstante demostrar las pruebas recaudadas que la herencia ya había sido liquidada y en ese proceso de liquidación, adjudicado el bien materia del litigio –entre otros, por cierto, a los actores, quienes por ende ostentarían la calidad de copropietarios del mismo–.  Puestas así las cosas, no restaría otra cosa sino concluir que al no ser el inmueble en cuestión parte de la sucesión en cuyo favor se reclama la restitución, la acción intentada no podía menos que fracasar. (...)

“Con todo, no debe la Corte dejar pasar por alto que no anduvo descaminado el Tribunal en cuanto a la apreciación a que se viene haciendo alusión:

“Bien se sabe en efecto, que en el interregno entre el fallecimiento de una persona y la adjudicación de sus bienes y deudas a quienes por causa de muerte han de sucederla, surge la comunidad herencial, de naturaleza universal y caracterizada por comprender cuanto por ley trasmite el causante, pero que no siendo un ente colectivo, careciendo de capacidad de derecho, ‘no actúa como persona, ni activa ni pasivamente; actúan los titulares de derechos en ella, los sucesores a título universal... ‘ (Cas. LXXVIII, 329).
“Pero, desde luego, la vida de la comunidad herencial es efímera, su destino es la liquidación y de esta suerte el derecho de herencia de que es titular cada heredero desde la apertura de la sucesión y mientras perdure la indivisión que le es correlativa, terminará por extinguirse para dar paso a derechos singulares o individuales en los efectos que a aquellos hubieren cabido una vez verificado el acto de partición y adjudicación; es entonces cuando la sucesión por causa de muerte culmina su ciclo como modo de adquirir y el asignatario pasa a reemplazar al causante como titular del correspondiente derecho en los cuerpos ciertos que le fueron asignados (artículos 673 y 1401 del Código Civil).

“Las precedentes razones, aparte de otras tantas que no vienen a caso, están diciendo manifiestamente que cuando los bienes han sido ya adjudicados, la persecución que de los mismos entraña la reivindicación ya no puede instaurarse para una sucesión extinguida, sino para los adjudicatarios en sí, precisamente en su condición de dueños.  Así se ha definido de cara al artículo 1325 del Código Civil (Cas. 20 de febrero de 1858, LXXXVII, 77).
  (El destacado es de la Sala).
Como se dijo en la propia demanda de reconvención, fallecida la señora Duque de Varela el 15 de agosto de 1984 sus hijos tramitaron el proceso de sucesión en el Juzgado Primero de Familia de la ciudad, “el cual terminó con aprobación del trabajo de partición a favor de los tramitantes, el cual se encuentra debidamente ejecutoriado” (hecho 7°).  Y efectivamente, a folios 7 a 14 del cuaderno N° 5 obran las copias auténticas del mencionado trabajo partitivo y su correspondiente sentencia aprobatoria, de fecha 17 de febrero de 2000, en el que se adjudicó a los tres herederos en común y proindiviso el inmueble con matrícula inmobiliaria 290-24820, lo que determina en forma categórica y concluyente que la posibilidad de reivindicar para la masa herencial, e inclusive de declarar como se pidió por los accionantes que la señora Ana Francisca Duque de Varela “conserva el derecho de dominio” sobre el bien raíz, feneció de manera definitiva, es absolutamente inviable y no puede ser acogida por la jurisdicción.

Sólo queda por examinar, en consecuencia, si como se planteó en otros apartes del acápite “pretensiones” del libelo, es posible acceder a la reivindicación para los demandantes de ella en nombre propio, lo que exige desentrañar si su indispensable condición de dueños del inmueble se encuentra probada en debida forma.  Al respecto el despacho de primera instancia concluyó en sentido negativo porque “no han realizado la inscripción de la sentencia que aprobó la adjudicación en su favor del predio solicitado en reivindicación” (f. 430), requisito que calificó como necesario a la luz de lo dispuesto por los artículos 759 del Código Civil, 256 del Código de Procedimiento Civil, 2°, 43 y 44 del Decreto 1250 de 1970, y lo analizado y definido al respecto tanto por la jurisprudencia como por la doctrina.

En efecto, la omisión advertida por el a quo existe, no se ha subsanado y versa sobre acto de naturaleza imprescindible para acreditar la calidad de dueño de quien pretende reivindicar.  Al respecto la Corte Suprema de Justicia ha señalado:

“... En 1970 continuó así el desarrollo jurisprudencial sobre el punto: “En el juicio reivindicatorio seguido entre particulares, el derecho de dominio sobre bienes raíces se demuestra, en principio, con la sola copia, debidamente registrada, de la correspondiente escritura pública en que conste la respectiva adquisición.  Como en esas controversias es relativa siempre la prueba del dominio, aquel mero título le basta al reivindicante para triunfar, si es anterior a la posesión del demandado y esta no es bastante para consumar la usucapión que pueda invocar como poseedor...”.

Pero de manera más concreta, en punto a la forzosa incorporación al proceso reivindicatorio tanto del título traslaticio de dominio como de su registro cuando de bienes inmuebles se trata, esto precisó la misma Corporación:

“1. Título y modo son dos conceptos claramente diferenciados en el ordenamiento jurídico patrio, que no pueden ser confundidos so capa de la complementariedad que existe entre ellos.  El primero, a no dudarlo, cumple la función de servir de fuente de obligaciones, por lo que, desde la perspectiva del acreedor, únicamente lo hace titular de derechos personales. De él es ejemplo elocuente el contrato (art. 1945 C.C.).  El segundo, por el contrario, guarda relación con los mecanismos establecidos en la ley para adquirir un derecho real, entre los que se cuenta la ocupación, la accesión, la tradición, la usucapión y la sucesión por causa de muerte (art. 673 ib.).

“De allí, entonces, que el simple título –en Colombia– no afecte derecho real alguno, por ejemplo, la propiedad, pues apenas sí genera, en el caso de los llamados títulos traslativos (inc. 3°, art. 765 C.C.), la obligación de hacer dueño al acreedor, por el modo de la tradición (arts. 740, 654 y 756, ib.).  Pero éste, a su turno, tampoco se basta para demostrar el dominio sobre una cosa, dado que la propiedad requiere la conjunción de uno y otro, al punto que el artículo 745 del Código Civil establece que ‘Para que valga la tradición se requiere un título traslaticio de dominio, como el de venta, permuta, donación, etc.’  (..)

“2. Desde esta perspectiva, fácilmente se comprende que para acreditar la propiedad sea necesaria la prueba idónea del respectivo título, aparejado de la constancia –o certificación– de haberse materializado el correspondiente modo.  No el uno o el otro, sino los dos, pues cada cual da fe de fenómenos jurídicos diferentes, lo que se hace más incontestable cuando ambos son solemnes, como acontece tratándose de inmuebles, dado que la prueba de haberse hecho la tradición no da cuenta del título, que necesariamente debe constar en escritura pública (inc. 2°, art. 1857 C.C. y 12 Dec. 960/70), ni la exhibición de dicho instrumento público, sin registrar, puede acreditar aquel modo, que reclama la inscripción del título en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos (art. 756 C.C. y 2° Dec. 1250/70).  Por eso el artículo 265 del C.P.C. establece que ‘La falta de instrumento público no puede suplirse por otra prueba en los actos y contratos en que la ley requiere esa solemnidad’, norma que se complementa con lo previsto en los artículos 256 del C.P.C. y 43 del Decreto 1250 de 1970, el último de los cuales precisa que ‘Ninguno de los títulos o instrumentos sujetos a inscripción o registro tendrá mérito probatorio, si no ha sido inscrito o registrado en la respectiva oficina...’.

“Justamente la Corte, al ocuparse de la prueba del dominio por parte de quien ejerce la acción reivindicatoria... señaló que, ‘cuando la acción en comento verse sobre inmuebles, ese deber probatorio sólo se logra... mediante la escritura pública debidamente registrada, o el título equivalente a ella, con lo cual caracteriza su mejor derecho que el demandado a poseer la cosa’ (sent. de 14 de diciembre de 1977)...”.
  (Negrilla fuera del texto).
Dada la claridad de la situación que se analiza, resultan suficientes las disquisiciones expuestas para colegir que fue acertada la decisión de primera instancia y debe ser confirmada.  No puede accederse a la reivindicación para la causa mortuoria de la señora Duque de Varela porque no es ella actualmente la propietaria del bien raíz y, fundamentalmente, porque su proceso de sucesión ya terminó con el correspondiente trabajo de partición.  Y tampoco para los herederos a quienes se les adjudicó el inmueble porque no probaron de manera suficiente y cabal dicha calidad.  El pretexto que expusieron en el hecho 8° de su demanda para justificar la omisión (“orden de la Fiscalía 17 para enajenar el predio sin autorización”), irrelevante en cualquier caso en criterio de la Sala dada la perentoriedad de las disposiciones legales que rigen la materia, de todas formas es inadmisible por los motivos expuestos en el fallo de instancia (f. 430).

Respecto de las razones que fundaron la impugnación, en la medida que se centran en reiterar la ya criticada y descartada ambivalencia de las pretensiones, pueden darse por estudiadas y desestimadas con las consideraciones planteadas. En un aparte del escrito se dice que como de acuerdo con los pronunciamientos de la Corte, en unos casos los herederos pueden reivindicar para sí, “esto fue exactamente lo que hicieron mis representados, solicitar la reivindicación a nombre propio”, pero líneas más adelante, y sobre la base de que en otros casos procede la restitución a nombre del causante, se resalta que “en el poder para presentar la demanda, en el encabezamiento de la demanda, en los hechos de la demanda y en las primeras dos pretensiones de la demanda, se expresa muy claramente que quien ejerce la acción reivindicatoria es la señora ANA FRANCISCA DUQUE DE VARELA, pero como esta ya no existe, lo hacen sus herederos, pero a nombre de ella, que es exactamente la persona que sustenta el derecho de dominio...” (fs. 12 y 13, c. N° 8.  Subrayas de la Sala).  Como obviamente no es posible que los herederos reivindiquen a nombre propio y a la vez, de manera simultánea, a nombre de su causante, y tampoco en este asunto concreto se encontraron cumplidas las condiciones para hacerlo a nombre de los primeros o de la segunda individualmente considerados, no existe camino jurídico que pueda transitarse con destino a resolver favorablemente las súplicas de los demandantes en reconvención y, como está anunciado, la decisión adversa a sus intereses se confirmará.  La resolución sobre costas advendrá en consonancia con lo dispuesto sobre el punto por el numeral 1 del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil.

En razón de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil y de Familia, admi​nistrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que dictó el Juzgado Primero Civil del Circuito de la ciudad en este proceso ordinario.

Los recurrentes pagarán a la demandante principal las costas de segunda instancia.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,




Fernán Camilo Valencia López

    Claudia María Arcila Ríos

     (con aclaración de voto)
     Gonzalo Flórez Moreno

� Sentencia 22 de abril de 2002. Magistrado Ponente, doctor Manuel Ardila Velásquez.  Expediente 7047.  Tomado de Gaceta Jurisprudencial. N° 111. Mayo 2002. Pág. 11.


� Sentencia 8 de septiembre de 2000. Magistrado Ponente, doctor José Fernando Ramírez Gómez.  Expediente 5328.  Tomado de Gaceta Jurisprudencial. N° 92. Octubre 2000. Pág. 20.


� Sentencia 16 de diciembre de 2004. Magistrado Ponente, doctor Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo.  Expediente 7870.  Tomado de Gaceta Jurisprudencial. N° 143. Enero 2005. Pág. 5.
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